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			Es la tercera vez que se edita en España esta obra de Lassalle. Las dos primeras ediciones se realizaron en el umbral de las dos últimas constituyentes de nuestro país, y me atrevería a decir que respondían a la necesidad de las fuerzas políticas de revisar las grandes concepciones históricas sobre la Constitución y sus problemas. 




			La primera edición apareció en junio de 1931, a los dos meses de proclamarse la II República. La segunda se hizo en mayo de 1976, justo un año antes de las primeras elecciones democráticas del actual período, cuando ya se adivinaba la inmediatez de una nueva Constitución.1 




			Esta nueva edición se publica, afortunadamente, en momentos menos dramáticos y trascendentales que las anteriores; la Constitución de 1978 lleva cinco años de vigencia y ha mostrado su capacidad para organizar la convivencia pacífica de los españoles, pese a las dificultades (intentos de golpe de Estado, terrorismo, crisis económica...) y los problemas consustanciales a la construcción de la democracia. La puesta en marcha de todas las Comunidades Autónomas y la victoria electoral socialista (con el primer Gobierno socialista de nuestra historia) permiten pensar en la consolidación definitiva de la democracia. La Constitución de 1978 tendrá así el mérito inicial de haber alejado para siempre el fantasma de las dos Españas. 




			Pero la reflexión sobre la Constitución no es todavía una tarea exclusiva de juristas, como podría llegar a pensarse en las democracias consolidadas, porque la Constitución ha de presidir la profunda reforma del Estado, formado en dos siglos de oligarquía y centralismo, y una adecuación de la sociedad a los principios de progreso y solidaridad que informan nuestra Carta Magna. 




			



			 






			Delimitación previa del concepto de Constitución 




			



			 






			La pregunta de Lassalle «¿Qué es una Constitución?» carece de una respuesta general; es preciso concretar en qué país y en qué período histórico; e incluso, la posición política y doctrinal de quien contesta. 




			Es preciso tener presente el factor histórico porque una misma denominación, Constitución, sirve para designar contenidos muy diversos, aun en un mismo país: baste comparar las Constituciones de 1791, 1875 y 1958 en Francia, o las de 1871, 1919 y 1949 en Alemania; o en nuestro país los textos constitucionales de 1812, 1845 y 1931. Las diferencias de contenido, el cambio de las fuerzas políticas y las propias transformaciones de la sociedad producen conceptos diversos de Constitución. 




			También es preciso tomar en cuenta el factor políticocultural para llegar a un concepto de Constitución riguroso y útil; no puede aplicarse un mismo concepto de Constitución a los textos vigentes en sociedades con estructuras económicas, políticas y culturales tan diferentes, por ejemplo, como Suecia, Checoslovaquia y el Zaire, incluso suponiendo que su contenido fuera parecido. 




			La teoría de la Constitución elaborada en los llamados países occidentales no es válida ni para los países socialistas ni para los subdesarrollados. Eso no significa que sea superior, únicamente que es diferente. Pese a las diferencias existentes entre EE.UU., Noruega e Italia es posible utilizar categorías constitucionales (como monarquía, pluripartidismo, control parlamentario...) que revelan cierta homogeneidad, por lo demás común a otros Estados fuera del área occidental: Australia, Nueva Zelanda, Japón... y quizás algún otro. Los mismos conceptos aplicados a países socialistas o subdesarrollados cambian de sentido, o carecen de él.2 




			Ciertamente sería posible una acepción universal de Constitución, entendida como manera de ser de la organización política o como forma de gobernarse de un pueblo, o, en palabras de Wheare, como «conjunto de normas que establecen y regulan o gobiernan el Estado».3 Veremos que este concepto ha tenido diversas proyecciones históricas, siendo Burke su primer formulador, reapareciendo en el mismo Lassalle y llegando hasta la actualidad, pero no puede considerarse propiamente como concepto al carecer de toda referencia al contenido, estructura y función de la Constitución. 




			



			 






			Los principales períodos constitucionales 




			



			 






			En la historia del constitucionalismo es posible distinguir diversos tipos de Constitución, sustancialmente diferentes, conforme a los cuales realizar una periodización, siempre que se tenga en cuenta que la implantación de un tipo concreto en los diversos países se realiza a veces con muchos años, e incluso décadas, de diferencia. Por ejemplo, el equivalente a la Constitución francesa de 1848 sería en España la de 1869, y ambas corresponderían al modelo iniciado por el texto belga de 1831.4 Cada uno de los tipos diferentes de Constitución ha dado lugar a la formación de uno o más conceptos de Constitución. 




			



			 






			PRECEDENTES DE LAS CONSTITUCIONES MODERNAS 




			



			 






			Antes de las primeras Constituciones americana y francesa de finales del siglo XVIII, existe una serie de documentos políticos que presentan algunos caracteres de lo que luego serán las Constituciones en el sentido actual del término.5 




			Los primeros textos ingleses que se consideran parte de la Constitución británica (Carta Magna, Petition of Rights, Habeas Corpus...) se limitan a proclamar derechos sectoriales. 




			En cambio, los covenants establecidos entre los colonos americanos y la metrópoli inglesa manifiestan ya la intención de constituir un instrumento de ordenación de la vida política de las nuevas colonias (como más antiguo, el Fundamental Orders of Connecticut, de 1639), lo que resulta básico en la idea de Constitución. 




			En Inglaterra, a mediados del siglo XVII se perfila más el concepto de Constitución en el proyecto de los levellers, el Agreement of the People, y, sobre todo, en el Instrument of  Government de Cromwell (1653), que podría considerarse la primera Constitución escrita y sistemática si su contenido autoritario no la separara tanto del modelo americano y francés. En esta línea, el primer texto completo sería la Constitución de Virginia de 1776. 




			El Bill of Rights inglés de 1689, más aún completado por la Settlement Act de 1701, constituye la base del primer Estado liberal, y en este sentido inicia la Constitución británica moderna, con rasgos que la diferencian de todas las demás; no está reunida en un solo documento sino que se contiene en varios de momentos históricos diversos y parte importante de ella consiste en reglas políticas no escritas, carentes de sanción legal, pero respetadas por las fuerzas políticas (conventional rules).6 




			



			 






			PRIMER PERÍODO: 




			LAS CONSTITUCIONES LIBERALES CENSITARIAS 




			



			 






			La Constitución americana de 1787 y la francesa de 1789-1791 constituyeron el modelo de los primeros textos constitucionales liberales y tuvieron gran influencia sobre todos los movimientos liberales; al mismo tipo corresponden, aun con diferencias apreciables, las Constituciones de Suecia (1809), Noruega (1814) y España (1812), cuya Constitución de Cádiz será imitada brevemente en Portugal y algunos reinos italianos. 




			El aspecto principal de estas Constituciones consiste en suprimir el poder absoluto del monarca y sustituirlo por una distribución del poder entre el propio Rey, el Parlamento y los jueces, a la vez que proclamar unos derechos mínimos de los ciudadanos que todos los poderes deben respetar, como ámbito privado de los individuos. Por eso se denomina a estos Estados, con la excepción americana, Monarquías limitadas o constitucionales. 




			La Constitución, y el sistema político que de ella se deriva, es la alternativa de la burguesía para participar en la dirección del Estado, limitando los poderes del Rey y desplazando a la nobleza, pero esta ofensiva política exige el apoyo del pueblo, o parte de él, que la burguesía consigue formulando sus objetivos como generales a la sociedad. El triunfo constitucional mostrará en seguida las diferencias sociales entre burguesía y pueblo que subyacen a la igualdad de los hombres ante la ley. 




			En cada país pueden variar las prerrogativas respectivas del monarca y el Parlamento, dando lugar a regímenes distintos, pero es común a todos la elección del Parlamento por los ciudadanos incluidos en el censo —de ahí el calificativo de censitario—, en el que sólo figuraban los propietarios a partir de un cierto nivel de riquezas. El Parlamento, o al menos una de sus Cámaras, se configura de esta forma como representación directa de la burguesía. 




			Así, junto al carácter político liberal, las primeras Constituciones tienen una impronta social claramente oligárquica, puesto que por regla general sólo poseía derecho de voto un dos o tres por ciento de la población. 




			En la distribución del poder que imponen las primeras Constituciones el Rey dirige el Gobierno, la Administración Civil y el Ejército, mientras que el Parlamento aprueba los impuestos (sin los cuales ni Administración ni Ejército funcionarían), y elabora las leyes, que también precisan la sanción del Rey. 




			Los derechos proclamados por las Constituciones son esencialmente civiles (tolerancia religiosa, libertad de trabajo y de movimiento...) y se articulan en torno a la libertad y la propiedad como derechos naturales de todas las personas. Su regulación sólo puede hacerse por ley del Parlamento, lo que constituye suficiente garantía para los propietarios, y su protección se encomienda a los jueces, independientes del Gobierno y del Parlamento. 




			El artículo 16 de la Declaración de Derechos de 1789 simboliza perfectamente este primer tipo de Constitución: «Toute société dans laquelle la garantie des droits n’est pas assurée, ni la separation des pouvoirs déterminée, n’a point de constitution». 




			Un cambio político tan decisivo como supone el paso del absolutismo al liberalismo precisa un fundamento político muy diferente al anterior. Si el monarca absoluto se legitimaba fundamentalmente por la teoría del origen divino del poder, el Estado liberal y constitucional se basa en la teoría de la soberanía nacional: sólo la nación, entendida como conjunto de ciudadanos con derecho a voto, puede establecer la forma de gobierno que estime preferible. La Constitución, elaborada por una Asamblea Constituyente o Convención, elegida, establece esa forma de gobierno; todas las instituciones derivan sus poderes de la Constitución y actúan conforme a sus mandatos.7 




			A esta concepción subyace una filosofía iusnaturalista que considera el orden político constitucional como encarnación de unos principios racionales superiores que deben regir todas las sociedades. Así se observa en la Declaración de Derechos francesa o en la definición que utiliza Bolingbroke: «Por Constitución entendemos, siempre que hablamos con propiedad y exactitud, el conjunto de instituciones y costumbres que, deducidos de ciertos principios racionales permanentes, constituyen el sistema general por el que la comunidad ha admitido ser gobernada».8 




			



			 






			SEGUNDO PERÍODO:  




			LAS CARTAS OTORGADAS Y LAS CONSTITUCIONES PACTADAS 




			



			 






			A comienzos del siglo XIX la Constitución americana está consolidada y gana en eficacia con el control de constitucionalidad de las leyes que introduce el Tribunal Supremo; en Europa, en cambio, la reacción monárquica elimina casi todas las Constituciones. 




			De hecho la crítica a los conceptos de soberanía nacional y poder constituyente habían comenzado antes, con el triunfo mismo de la Revolución francesa. Desde Inglaterra E. Burke opone la tradición reformista británica a la innovación radical que suponía la Constitución. La razón, según él, no puede configurar la realidad política, continuamente cambiante, y las instituciones no pueden surgir de una Constituyente, que hace tabla rasa con la historia, sino que deben su legitimidad a la tradición. 




			Los enemigos de la Revolución francesa rechazan igualmente la Constitución racionalista (Bonald, De Maistre) y consideran que las instituciones sólo encuentran legitimación en la historia. 




			García Pelayo califica a estas posiciones como concepto «histórico tradicional» de Constitución, aunque lo matiza señalando que éste nunca se convirtió en realidad;9 me parece que se trata más bien de la negación misma de la Constitución moderna, porque ni siquiera el modelo inglés que Burke pone como ejemplo corresponde a la realidad de la revolución en su país. 




			Las monarquías de la Restauración retornan a la legitimidad del Antiguo Régimen, pero la sociedad y el Estado conservan muchas de las conquistas liberales, porque las transformaciones operadas en las libertades civiles y la propiedad resultan irreversibles. 




			En estas condiciones, muchos monarcas aceptan limitaciones políticas, siempre que se mantenga el título de legitimación tradicional y aparezcan como concesiones graciosas del rey a su pueblo. La extensión de estas limitaciones al poder monárquico depende de la fuerza respectiva de la burguesía y de la coyuntura de cada país. La fuerza relativa de la monarquía y del liberalismo es, sobre todo, la clave de la posterior evolución de estos regímenes; mientras unos evolucionan hacia auténticos Estados liberales, otros padecen el poder de monarcas cuasi-absolutos y sólo pueden avanzar hacia el liberalismo mediante nuevas revoluciones. 




			La Carta francesa de 1814 es el modelo que siguen muchas monarquías restauradas; varios Estados alemanes e italianos, el Estatuto Real español (1834) y la Constitución (1815) de los Países Bajos se inspiran en la Carta francesa. 




			En circunstancias de mayor fuerza de la burguesía, insuficiente sin embargo para imponer el Estado liberal, se aprueban por el Rey y los Parlamentos unas Constituciones que suponen un pacto o compromiso entre ambos. Este carácter tiene la Carta francesa de 1830 que sirve como modelo, el Estatuto Albertino de 1848 (que se convierte en Constitución italiana con la unificación del país en 1871), varias Constituciones de Estados alemanes y, tras la unidad, la Constitución imperial de 1871, las Constituciones españolas de 1845 y 1876 y la Constitución de los Países Bajos entre las reformas de 1840 y 1848. 




			El carácter tradicional de la Monarquía e incluso el supuesto pacto histórico entre la Monarquía y el Parlamento es la justificación más general de estos textos. En Francia y en España el doctrinarismo lo formula como teoría del justo medio y de la Constitución «interna» del país, para oponerse a la soberanía nacional y al poder constituyente.10 




			En la estructura de los poderes, las Cartas otorgadas y Constituciones pactadas suponen, respecto a las primeras Constituciones liberales, un reforzamiento importante del Rey en detrimento del Parlamento, e incluso dentro de éste una pérdida de protagonismo de la burguesía frente a la nobleza, que se reserva a veces una de las Cámaras. Dentro de estas coordenadas existen diferencias importantes en cada país. 




			Este tipo de Constitución da lugar a críticas en sentido opuesto, pero coincidentes en negar la fuerza ordenadora de la Constitución. Tanto socialistas (Lassalle), como conservadores (L. von Stein), ponen en primer plano los factores sociales de poder y cuestionan la capacidad normativa de la Constitución. Con acierto García Pelayo les considera teóricos del concepto «sociológico» de Constitución. 




			Lorenz von Stein considera que la Constitución no hace ni debe hacer más que legitimar la estructura social existente, en favor de los grupos sociales dominantes, la aristocracia y la burguesía. 




			Ferdinand Lassalle estima que la Constitución es en realidad la relación de fuerzas entre los grupos sociales y los poderes existentes, como veremos más adelante. 




			



			 






			TERCER PERÍODO:  




			LAS CONSTITUCIONES QUE INICIAN LA DEMOCRACIA Y EL PARLAMENTARISMO 




			



			 






			A partir de los años treinta del siglo XIX, un poco antes en EE.UU., se inicia en la mayoría de países europeos un doble movimiento democrático y parlamentario que progresa, no sin altibajos, hasta el final de siglo y que caracteriza el constitucionalismo anterior a la Primera Guerra Mundial. La aspiración por democratizar el Estado se simboliza en la reivindicación del sufragio universal, pero también se extiende al reconocimiento de derechos políticos y sindicales, a la supresión de las Cámaras aristocráticas... Grandes sectores del movimiento obrero, artesanos, pequeña burguesía y clases medias son el motor, con diversa fuerza en cada país, de una transformación paulatina del liberalismo en democracia. 




			Al mismo tiempo, pero más impulsado por las fuerzas políticas de la burguesía que por los movimientos populares, se cuestionan las prerrogativas reales y se aumenta el poder de los Parlamentos, principalmente a través de un control creciente del Gobierno, que en último extremo pasará a depender del Parlamento. 




			En algunos países estos procesos tienen lugar a través de sucesivas reformas de la Constitución, o mediante una interpretación y una práctica diferente de la propia Constitución. Éste es el caso paradigmático de Gran Bretaña, que siguen Suecia (con reformas constitucionales en 1866 y 1909), Noruega (reformas en 1884 y 1895) y Dinamarca. También la Constitución belga de 1831 permite una adaptación progresiva al parlamentarismo y a la democracia. 




			En otros países, el mayor retraso, o la superior resistencia a las reformas, provocan revoluciones que aspiran a implantar inmediatamente ambos objetivos, como sucede en 1848 con la revolución que estalla en París y se extiende a media Europa. La mayoría de estas revoluciones fracasan y son seguidas por períodos conservadores. Son los casos de España, Alemania, Italia, Austria, Francia... Ésta alcanzará un régimen democrático y parlamentario, apareciendo como modelo para los demás, durante la III República (Leyes Constitucionales de 1875). Italia se convertirá en Monarquía parlamentaria y en buena parte democrática hacia finales de siglo, gracias a sucesivas reformas electorales y una interpretación evolutiva del Estatuto Albertino. España, tras el fracaso de la revolución de 1869, igual que Alemania y Austria, no conocerán la democracia y el parlamentarismo hasta después de la Guerra Mundial, aunque el sufragio universal masculino sea reconocido con anterioridad. 




			



			 






			Este largo período tiene una teoría política muy diferente en sus inicios y en su final. Constant, que predica una posición de árbitro para el Rey y potencia el poder del Parlamento, Tocqueville que intuye el avance de la democracia, y Stuart Mill que defiende todas las reformas democráticas y las dota de nueva base filosófica con el utilitarismo, son los teóricos más lúcidos del proceso histórico. 




			En la segunda mitad del siglo predomina un enfoque positivista de la Constitución; la teoría se hace patrimonio de juristas, de especialistas, y abandona las consideraciones políticas y filosóficas, propias de la literatura anterior. 




			El positivismo jurídico, en general, considera que el único objeto de estudio es la norma, y prescinde del análisis de los factores históricos, políticos o axiológicos que puedan explicarla. La Constitución es una norma y el Derecho Constitucional debe construir su teoría con el mismo rigor que poseen los conceptos del Derecho Privado. Esta línea interpretativa alcanza su mayor solidez en Alemania a través de las contribuciones de Laband, Gerber y Jellinek y se extiende al resto de Europa en las obras, por ejemplo, de Esmein y Orlando.11 Quizá sea la literatura anglosajona, en autores como Bagehot o Woodrow Wilson, la más lejana a su influencia, aunque su propia tradición centrada en el comentario constitucional, desde Bolingbroke y Blackstone, no les diferencie tanto de la nueva escuela continental. 




			La Constitución es, para el positivismo, la norma principal del Estado, que fija el sistema de producción del Derecho y organiza la distribución de competencias entre los diversos órganos estatales. Como tal supone una autolimitación del Estado, tanto por los caracteres de igualdad y generalidad de la ley, como por el reconocimiento de los derechos de los ciudadanos. 




			Este enfoque deja poco espacio al análisis de las transformaciones políticas, aunque no las ignore; aquéllas serán objeto principal de la Sociología, ya madura en las obras de Durkheim y Max Weber. 




			Es preciso señalar también, por las consecuencias negativas que tuvo, que los movimientos que más impulsaron el proceso de democratización, desde el cartismo a los partidos socialistas, mantuvieron una posición ambigua respecto al Estado liberal, en el que comenzaban a participar, sin acabar de definirse por la reforma o la revolución como vía política para conseguir sus objetivos. Esta ausencia de teoría que explique y legitime el paso del Estado liberal al democrático, del Estado de una minoría al de todo el pueblo, será una rémora importante para la consolidación posterior de la democracia. 




			



			 






			CUARTO PERÍODO: 




			LAS CONSTITUCIONES DE LA DEMOCRACIA INESTABLE 




			



			 






			El final de la Primera Guerra Mundial culmina el proceso democrático y consagra el principio parlamentario, aunque introduciendo algunas rectificaciones importantes. 




			Se generaliza el sufragio universal masculino y se reconoce en muchos países el femenino, se suprimen las Cámaras aristocráticas, se sustituye a los monarcas renuentes al parlamentarismo por Repúblicas, y se extiende el sistema liberal a Europa oriental. 




			En algunos casos se mantiene la misma Constitución y sólo se introducen reformas parciales o de rango legal (Francia, Italia, Bélgica, Países Bajos, Países Escandinavos...) pero en otros muchos se procede a la elaboración de nuevas Constituciones que presentan rasgos comunes, perfectamente descritos por Mirkine-Guetzevitch.12 




			Las Constituciones de Alemania (Weimar, 1919) y Austria (1920) contienen muchos de estos caracteres comunes y sirven de modelo para las aprobadas a comienzo de los años veinte (Polonia, Rumania, Checoslovaquia...), e incluso para otras posteriores, como la griega de 1925 y 1927 y la española de la II República (1931). 




			Estas Constituciones asumen y formalizan el sistema parlamentario, del que no tenían experiencia propia, regulando en la Constitución las normas que la práctica había desarrollado en Francia o en Gran Bretaña; pero al mismo tiempo introducen algunas correcciones importantes al parlamentarismo tradicional, todas en el sentido de disminuir el poder del Parlamento. 




			El referéndum, de varias clases, y la iniciativa popular, que hasta entonces eran privativas de Suiza, se configuran como una alternativa eventual del electorado a las decisiones de las Cámaras representativas. 




			



			 






			El Presidente de la República posee poderes mucho más amplios de los que eran tradicionales en la República francesa o en la Monarquía inglesa, de forma que puede llegar a alzarse como alternativa al Parlamento en determinadas circunstancias, con el consiguiente peligro para la estabilidad del régimen, por la tensión entre dos centros de poder. 




			Otra innovación significativa es la creación en varios países de Tribunales Constitucionales, con el doble poder —en general— de arbitrar los conflictos entre la Federación y los Estados miembros y de controlar la constitucionalidad de las leyes, adaptando el judicial revew americano en forma de justicia constitucional concentrada. 




			Todas las Constituciones reconocen por otra parte, junto a los derechos tradicionales del liberalismo, nuevos derechos políticos y algunos derechos sociales significativos. 




			El panorama del constitucionalismo de posguerra debe ser necesariamente completado con las fuertes tensiones nacionalistas y socialistas que aparecen en muchos países. 




			Tensiones nacionalistas derivadas en unos casos de la reorganización territorial de los nuevos Estados, y en otros de los resultados de la guerra, que había significado pérdidas territoriales para los vencidos. 




			Las tensiones sociales eran aún más fuertes por el ejemplo que podía suponer el triunfo de la revolución socialista en Rusia y porque los partidos obreros eran a menudo los más fuertes de cada país, incluso a nivel parlamentario. 




			Mientras en algunos países las crisis sociales se resuelven aceptando parcialmente las reformas reivindicadas por los trabajadores, especialmente en los Estados del norte de Europa, en otros, por menor tradición democrática o superior intransigencia de las clases dominantes, se cuestiona la propia validez del Estado democrático. Ésta será la salida en Italia y Alemania cuando se estructuren partidos fascistas bastante fuertes para derrotar a los socialistas primero y acabar con la democracia después. 




			El clima de crisis del período de entreguerras impulsa la construcción de teorías muy críticas respecto al positivismo dominante anteriormente y que aún perdura en las obras de Carré de Malberg o Santi Romano. Pero además el paso del liberalismo a la democracia y la introducción de los factores sociales en el marco constitucional dispersa en posiciones muy diferentes las principales obras del período; las teorías de Kelsen, Heller, Duiguit, Smend o Schmitt resultan tan dispares entre sí como respecto a todas las posiciones anteriores. 




			



			 






			QUINTO PERÍODO: 




			LAS CONSTITUCIONES DE LA DEMOCRACIA POLÍTICA Y SOCIAL 




			



			 






			El constitucionalismo de la segunda posguerra viene marcado por el impacto de los nuevos textos aprobados en Francia (1946), Italia y Alemania, aunque a otro nivel también resulta importante el paso de los países orientales de Europa al régimen socialista. 




			Las tres Constituciones citadas presentan numerosas innovaciones respecto a sus precedentes nacionales respectivos, y son en cambio bastante parecidas entre sí, al menos en sus líneas básicas. El carácter democrático se revela en el principio de soberanía popular, en el amplio reconocimiento de las libertades y en un diseño institucional más próximo, formalmente, al parlamentarismo clásico aunque marcado ahora por el reconocimiento de las fuerzas políticas y sindicales; pero la democracia no queda reducida al plano político sino que se extiende al económico-social, provocando innovaciones constitucionales importantes. 




			Estos principios, desarrollados por los movimientos democráticos de los años sesenta y setenta impulsan reformas constitucionales en Dinamarca, Suiza, Bélgica, Suecia... y serán asumidos por las Constituciones de las nuevas democracias del sur europeo (Grecia, Portugal y España). 




			Bajo estos cambios se encuentra en realidad una nueva concepción de la Constitución, cuyos rasgos intentaré sintetizar con un poco más de atención. 




			



			 






			Los caracteres del constitucionalismo actual 




			



			 






			Han pasado casi cuarenta años desde el final de la Segunda Guerra Mundial y puede decirse que los rasgos básicos de las Constituciones aprobadas entonces se han consolidado (con la parcial excepción de Francia), al mismo tiempo que las sociedades han experimentado profundas transformaciones. 




			Parece clara la consolidación de los rasgos constitucionales básicos si pensamos en el amplio reconocimiento de los derechos políticos y el incremento de sus garantías, la generalización de las monarquías y las repúblicas parlamentarias, el carácter social del Estado y la ampliación de los derechos sociales, el reforzamiento de los Tribunales Constitucionales o el protagonismo político de los partidos.13 




			Ciertamente algunos caracteres han ganado en importancia como la intervención pública en la economía, la hegemonía de los Gobiernos sobre las demás instituciones o la preocupación por encontrar fórmulas de descentralización política; y también han aparecido elementos nuevos, como la exigencia de mayor participación política de los ciudadanos o la formación de la Comunidad Económica Europea. 




			Pero en lo esencial, podría decirse que el constitucionalismo actual se caracteriza, como en la inmediata posguerra, por reconocer plenamente la democracia política y extender los criterios de igualdad a las condiciones sociales de los individuos. Puede decirse en cambio que las Constituciones apenas reflejan, o no reflejan en absoluto, las profundas transformaciones operadas en la sociedad durante el mismo período; esas transformaciones influyen sobre todos los factores constitucionales y deben ser mencionadas en primer lugar. 




			



			 






			a)  El cambio en las relaciones entre el Estado y la sociedad. — La hipótesis en que descansaba el constitucionalismo liberal era la separación entre el Estado, donde los individuos se manifestaban como ciudadanos iguales ante la ley, y la sociedad, que permanecía fuera del ámbito constitucional, porque se movía conforme a reglas internas propias. Justamente el reconocimiento de los derechos, concebidos como derechos públicos subjetivos, significaba que los poderes públicos no podían intervenir en la esfera reservada a los individuos. 




			Al mismo tiempo se consideraba, aunque fuera implícitamente, que todo Estado era capaz de proteger el funcionamiento autónomo de la sociedad, y sólo en caso de amenaza exterior o interior (revolución) era precisa su intervención para preservar o devolver a la sociedad su capacidad de autorregulación. 




			Ambas hipótesis han sido destrozadas por el desarrollo económico y político de las últimas décadas. Su quiebra explica algunos trazos del constitucionalismo actual, pero las bases del Derecho Constitucional responden aún en gran parte a aquellas hipótesis. 




			Hoy resulta evidente y decisiva la interdependencia mundial de las economías nacionales. Al menos en un doble plano, como universalización de las principales fuerzas económicas, por encima de las fronteras nacionales —y la crisis económica proporciona pruebas irrefutables— y como intercambio desigual entre los países desarrollados y los subdesarrollados. 




			De forma paralela, los grandes problemas políticos adquieren dimensiones universales y pasan necesariamente bajo la hegemonía de los Estados Unidos y la URSS que tienden a polarizar las políticas nacionales en dos grandes bloques, reduciendo la capacidad de decisión de cada Estado. 




			Tal orden de cosas, bien conocido, pero sin reflejo constitucional, no sólo hace ilusorios algunos poderes de decisión de las instituciones nacionales en momentos de crisis, sino que coarta la capacidad de orientación política «cotidiana» de la mayoría de Estados, cuyas Constituciones siguen proclamándoles soberanos. En otro plano, la elevación de la cultura política de la población, la generalización de los derechos políticos y la ampliación de los sociales, así como la extensión de una conciencia de igualdad entre todos los hombres, producen movimientos políticos periódicos en favor de una reforma radical de las estructuras económico-sociales, que se traducen a veces en el acceso de los partidos socialistas al Gobierno, a veces, como reacción, en ensayos de programas neoliberales. Pero si algo ha mostrado la larga crisis económica actual es la insuficiencia de los instrumentos políticos para aportar soluciones en una línea de mayor igualdad y solidaridad. 




			Las propias reivindicaciones sociales, y las reformas conseguidas, así como los avances tecnológicos, han producido importantes cambios en los sistemas productivos y, por tanto, en la posición de los individuos en la sociedad, definida por factores que van desde las enormes tasas de paro al desarrollo de la cultura del ocio, por citar sólo sus manifestaciones extremas. 




			Este aspecto del cambio en las relaciones sociedadEstado se manifiesta con mayor claridad en el nivel político: crecimiento gigantesco de la Administración, cambio de estatus de los funcionarios —con reconocimiento parcial de derechos sindicales, inconcebibles hasta hace pocas décadas en los servidores del Estado—, ampliación de los derechos sociales hasta las capas medias y aparición de derechos de nuevo cuño (medio ambiente) o protección especial a determinados grupos sociales y humanos... 




			Estas menciones no pueden siquiera enumerar, mucho menos estudiar, las amplias y profundas transformaciones, cuyas manifestaciones han sido tratadas por algunas obras ya casi clásicas como las de Forsthoff, García Pelayo, Leibholz... y sólo pretenden situar el resto de los caracteres en su marco adecuado, el de una revisión profunda de las relaciones entre el Estado y la sociedad, que está en la base de las Constituciones actuales.14 




			Si el Estado liberal se basaba en la separación radical entre sociedad y Estado, y éste excluía a la mayoría de la población por su carácter censitario y ausencia de derechos políticos, el actual Estado democrático y social interrelaciona estrechamente el Estado y la sociedad e integra a todos los individuos como ciudadanos de los que depende su orientación política. El Estado tiene ahora como base al pueblo, aunque todavía no haya encontrado las instituciones adecuadas para hacer realidad sus aspiraciones de igualdad. 




			



			 






			b)  Todas las Constituciones son democráticas y se fundamentan en el principio de soberanía popular. — El artículo primero de la Constitución italiana proclama: «La soberanía pertenece al pueblo, que la ejercitará en las formas y dentro de los límites de la Constitución». 




			El mismo artículo de la nueva Constitución sueca dice así: «Todo poder público en Suecia emana del pueblo. La democracia sueca se basa en la libre formación de la opinión y en el sufragio universal e igualitario, y se ejerce a través de un régimen representativo y parlamentario...». 




			«La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado», dice el artículo 1.2 de la Constitución española. 




			



			 






			Pueden variar las fórmulas, pero la base de las Constituciones occidentales es la misma: el poder reside en el pueblo y la soberanía popular se ejerce mediante las libertades públicas y el sufragio para la elección de instituciones representativas, que determinan la orientación de la política estatal. 




			El sufragio universal, con la reducción de la edad electoral en muchos países durante las últimas décadas, ha ampliado la base política de la democracia; su traslado a las instituciones representativas destaca la función de los sistemas electorales, el papel de los partidos políticos, y su sistema en cada país, y la propia estructura y funciones de los órganos representativos. 




			El Parlamento continúa siendo, como en el Estado liberal, la institución representativa por excelencia, pero sus funciones y actividad han cambiado notablemente —pese a la semejanza terminológica con las funciones tradicionales de aprobar los Presupuestos y las leyes, controlar al Gobierno...—; por una parte, por el protagonismo de los partidos en el seno de las Cámaras, como Grupos parlamentarios, que han transformado los antiguos Parlamentos de notables en Parlamentos de Grupos, únicos protagonistas verdaderos de las funciones parlamentarias. 




			Por otra parte, la alternativa política no se sitúa ya entre Parlamento y Gobierno sino entre mayoría parlamentaria, que secunda la política del Gobierno, y oposición parlamentaria, cuya principal actividad es la crítica y la presentación de una alternativa política susceptible de darle la mayoría en las siguientes elecciones. 




			A su vez, mayoría y oposición no reducen sus políticas al Parlamento sino que las extienden a los demás órganos representativos (Parlamentos regionales, Ayuntamientos), a las organizaciones sociales (sindicatos, patronales), a los grupos socio-culturales y en general a toda la sociedad a través de los propios partidos políticos y los medios de comunicación de masas. Es obvio por otra parte que la política partidista no sigue únicamente las decisiones de la estructura del partido sino que responde también a los intereses de los distintos grupos sociales que pretende influir. 




			El reconocimiento de la soberanía popular junto a la concepción normativa de la Constitución, que veremos después, conduce a considerar que todos los órganos constitucionales tienen, dentro de sus competencias, el mismo estatus,15 sin que pueda hablarse ya de soberanía parlamentaria. 




			En la práctica ello significa la supremacía del Gobierno, por el cambio introducido por los partidos en las relaciones Parlamento-Gobierno y por otros factores, como el crecimiento de la Administración y su superioridad técnica para la adopción de decisiones sobre las Cámaras, amén de algunas disposiciones constitucionales que aseguran su estabilidad. 




			Si las instituciones representativas, Gobierno y Parlamento, en primer lugar, pueden hacer frente a los problemas generales, con las limitaciones indicadas, resultan a menudo incapaces para resolver los problemas específicos que afectan a grupos humanos y sociales concretos. Ello no sólo ha extendido las fórmulas descentralizadoras sino que abre un camino amplísimo a múltiples formas de participación directa o indirecta de los ciudadanos, por vías diferentes a las representativas apenas iniciadas. 




			



			 






			c)  Todas las Constituciones reconocen el pluralismo  político y social. — El pluralismo político deriva del propio liberalismo y resulta potenciado por la democracia, porque la existencia misma de las libertades de expresión, asociación y sufragio conducen a la manifestación de diversas alternativas políticas; pero ha sido reconocido expresamente con la constitucionalización de los partidos políticos, que se produce en las Constituciones de la segunda posguerra, aunque su importancia e incluso reconocimiento legal eran muy anteriores. 




			En los últimos años el pluralismo político ha adquirido un sentido más profundo al penetrar en el seno mismo de las instituciones, comenzando como hemos visto por el Parlamento, de forma que las reglas tradicionales de las mayorías dejan paso a una participación cada vez más institucional de los diversos grupos minoritarios, bien sea para la formación de órganos parlamentarios, como las Comisiones Permanentes, bien para el nombramiento de otros órganos que corresponden al Parlamento, como el Tribunal Constitucional, las Comisiones de control sobre la Administración, etc. Las instituciones actuales tienden a funcionar integrando las diversas opciones políticas presentes en los órganos electivos, así como a organizar consultas o permitir la participación de las posiciones cualificadas en los temas específicos, pero el desarrollo de la democracia participativa varía mucho por países, y en general es insuficiente. 




			El pluralismo social sólo ha sido reconocido por las Constituciones de este período. Ciertamente la existencia de parlamentarios socialistas en épocas anteriores indicaba ya la existencia de intereses sociales heterogéneos, pero sólo las Constituciones de la segunda posguerra constitucionalizan la existencia de los sindicatos obreros y las asociaciones patronales, llegando en algunos casos a admitir expresamente la existencia de diferencias económico-sociales que impiden la igualdad política y jurídica efectiva. 




			Éste es el sentido del famoso artículo 3.2 de la Constitución italiana y de su equivalente en el 9.2 de la Constitución española, además de conceptos semejantes en las Constituciones portuguesa, alemana y otras. En esencia, las Constituciones reconocen que existen grupos sociales con diferencias económicas y sociales que impiden el disfrute efectivo de la libertad e igualdad proclamadas por la misma Constitución, y encomiendan al Estado la adopción de políticas que superen estas diferencias. 




			Ésta es la base del reconocimiento de los derechos sociales, pero es también el fundamento de cambios económicos y sociales que posibiliten una transformación socialista con respeto a las libertades y las instituciones existentes, es decir, sin cambiar la base democrática de las Constituciones actuales. En realidad existen ya grados muy avanzados de socialización económica entre los países más desarrollados, y las Constituciones actuales, como han reconocido varios Tribunales Constitucionales, no implican una orientación económica determinada sino que admiten una amplia gama de soluciones económicas, más allá de los límites tradicionales que parecían oponer capitalismo y socialismo. 




			El pluralismo político y social propio de las actuales Constituciones ha impulsado la creación de medios de consenso y compromiso político desconocidos en el Estado liberal. En éste, la homogeneidad de las clases propietarias dominantes permitía operar a las reglas de la mayoría —siempre que no hubiera diferencias nacionales, lingüísticas o religiosas que pusieran en peligro la unidad del Estado— y los diferentes grupos políticos sólo se unían ante la amenaza exterior o interior del Estado, en circunstancias excepcionales de peligro para las instituciones. 




			En cambio la existencia de opciones político-sociales diferentes obliga a fórmulas de consenso que permitan la defensa de intereses contradictorios sin poner en peligro la supervivencia del Estado democrático. El consenso constitucional no es pues, contra lo que se ha creído en nuestro país, una excepción sino regla general en la elaboración de las Constituciones actuales e incluso después en la adopción de las grandes decisiones políticas.16 




			Aunque la consolidación de la Constitución permita posteriormente mayor juego a la regla de las mayorías, la presencia del consenso explica la multiplicación de las fuentes del derecho, la necesidad de mayorías cualificadas o procedimientos agravados según la naturaleza de las decisiones, y debe estar presente en general en la interpretación de las instituciones. 




			



			 






			d)  Las Constituciones actuales poseen un grado de  normatividad muy superior a las anteriores. — Una de las notas principales de la Constitución en la actualidad consiste en que establece relaciones de naturaleza jurídica en todas las materias que regula, de manera que gobernantes y gobernados, instituciones y ciudadanos, quedan sometidos al Derecho. 




			Tal carácter está presente embrionariamente en el nacimiento mismo del constitucionalismo y fue puesto de relieve principalmente por el positivismo, pero hasta época reciente no ha alcanzado su pleno desarrollo, porque antes se pensaba que la Constitución contenía también principios programáticos y pronunciamientos axiológicos que no eran susceptibles de tratamiento jurídico. 




			En los primeros períodos del constitucionalismo se consideraba que sólo era obligatoria la regulación constitucional de las instituciones, la llamada parte organizativa en contraposición a la programática; posteriormente el positivismo consideró también vinculantes los derechos civiles de los ciudadanos, en cuanto pudiera extraerse de la Constitución una obligación de respeto por parte de los poderes públicos. 




			En las Constituciones actuales se ha producido un desarrollo espectacular de la eficacia directa de la Constitución, tanto en los derechos ciudadanos y en los principios generales, que integraban la llamada parte programática, como en la misma regulación de las instituciones, que adquiere en los textos recientes un perfil mucho más preciso que antes para que el legislador no pueda alterar las líneas maestras que poseen en la Constitución. 




			Quizá sea preciso subrayar los avances en la regulación estricta de instituciones y procedimientos, porque hoy tiende a destacarse, por su novedad, el cambio en la parte programática. En general los textos actuales contienen una regulación estricta de los estados excepcionales y de la legislación de urgencia y establecen procedimientos reglados para el nombramiento del Gobierno o su pérdida de confianza parlamentaria, así como definen con precisión las funciones del monarca respecto a los demás poderes, limando las ambigüedades que la tradición mantiene en las Monarquías más antiguas. (La coincidencia en este punto de las Constituciones de España y Suecia, con Monarquías de tradición tan diferente, resulta bien ilustrativa.) Los mismos procedimientos parlamentarios encuentran mandatos precisos en la Constitución, limitando la anterior libertad de configuración de las Cámaras en sus reglamentos. 




			Pero ciertamente el cambio más importante se ha producido en los principios generales y los derechos constitucionales. Hasta época reciente el principio que relacionaba la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico era el principio de legalidad: a la ley, por lo tanto al Parlamento, correspondía establecer los mandatos generales obligatorios para los ciudadanos, que la Administración debía ejecutar y el juez tenía que aplicar. El juez (salvo en EE.UU.), no podía cuestionar la validez de la ley respecto a la Constitución, ni tampoco aplicar ésta directamente donde el legislador no hubiera intervenido. A su vez, la sumisión de la Administración a la ley ha sido la principal línea en la construcción de la moderna Administración. 




			En cambio, las Constituciones actuales han impuesto el principio de constitucionalidad sobre el de legalidad, sin detrimento de éste, creando cauces para la solución de las contradicciones entre la ley y la Constitución. 




			García de Enterría, en su importante trabajo «La Constitución como norma», publicado poco después de la aprobación de nuestra Constitución, ha fijado con autoridad una línea de interpretación normativa, como en su momento hicieron Crisafulli en Italia y Hesse en Alemania, que encuentra su mejor soporte en el artículo 9.1 de la propia Constitución —«Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución...»— pero que corría el riesgo de resultar desvirtuado por la tradición española en sentido contrario, como pusieron de manifiesto numerosas sentencias del Tribunal Supremo en el primer año de vigencia de la Constitución.17 




			Hoy ya se acepta de manera general la eficacia directa de los derechos fundamentales de los ciudadanos reconocidos en la Constitución, e incluso se abre paso el reconocimiento de los principios jurídicos generales —como los contenidos en el artículo 9.1 de nuestra Constitución— no sólo en cuanto criterios de interpretación sino también como normas principiales, en expresión de Esser, auténticos preceptos jurídicos que concretan su eficacia en relación a otras normas o instituciones. Los principios constitucionales fundamentales, también denominados principios constitucionales conformadores, o fórmula política de la Constitución, en expresión de Lucas Verdú, resultan síntesis del conjunto de las instituciones, explicitando las opciones políticas fundamentales del constituyente, y operan como principios rectores de la actividad de todos los órganos del Estado, tanto en la creación como en la aplicación del Derecho.18 




			No cabe duda de que el instrumento clave para garantizar y desarrollar el carácter normativo de la Constitución es la jurisdicción constitucional. Controla la constitucionalidad de las leyes aprobadas por el Parlamento, potencia el respeto de todos los poderes públicos a las libertades constitucionalmente reconocidas y, más en general, garantiza la supremacía de la Constitución en las decisiones adoptadas por los demás órganos constitucionales.19 




			La propia dinámica de los Tribunales Constitucionales conduce a un desarrollo progresivo de la eficacia de los preceptos constitucionales, incluso de aquellos más generales y abstractos, como en su corta jurisprudencia ya ha mostrado el Tribunal Constitucional español en relación a los principios jurídicos generales y más en concreto en relación al principio de igualdad del artículo 14 de la CE, que gracias a su interpretación está penetrando los rincones más difíciles del ordenamiento jurídico. 




			Naturalmente el poder de cada TC depende de las competencias que le haya atribuido la Constitución, muy amplias en el caso español; pero depende también de circunstancias políticas complejas que derivan de su ubicación entre la trascendencia política de sus decisiones y el método jurídico de su procedimiento e interpretación. No creo, de todas formas, que la normatividad actual de las Constituciones dependa únicamente de la existencia de un TC, que la afianza y desarrolla, sino que responde a un conjunto de elementos más amplios, insertos en la misma naturaleza de la Constitución actual (pluralismo político y social, preeminencia de las libertades en la cultura actual...), de forma que podríamos incluso preguntarnos si la extensión de los TC son la causa o más bien la consecuencia de la normatividad constitucional. 




			



			 






			e)  Las Constituciones actuales han ampliado sensiblemente el ámbito constitucional. — Aunque ésta sea una nota derivada de otras anteriores, conviene mencionarla por la multiplicación de efectos que reúne. Se han ampliado las materias objeto de regulación constitucional, se concretan con mayor precisión las instituciones, procedimientos y competencias principales, y se extienden los efectos jurídicos de los mandatos constitucionales, sea a nivel de principios, de derechos y libertades e incluso de instituciones. 




			Resulta ejemplificador observar la evolución de los derechos y libertades reconocidos por la mayoría de Constituciones. Inicialmente las Constituciones reconocían únicamente derechos civiles, posteriormente, a lo largo del siglo XIX, se incluyeron derechos políticos, y a partir de la primera posguerra, de forma creciente, se reconocen derechos sindicales y sociales. 




			Esto no significa sólo una ampliación cuantitativa de los derechos constitucionales —y la consiguiente extensión de los textos—, sino que refleja principalmente un cambio cualitativo, del Estado abstencionista y censitario, al Estado democrático y social, que debe responsabilizarse activamente de la disminución de la desigualdad social, según los criterios y determinaciones fijadas por la Constitución. Éste es uno de los elementos principales que permite sostener que la Constitución ha pasado de regular exclusivamente los órganos estatales a determinar también la estructura social. 




			Señalé ya el sentido que adquiría la regulación constitucional más detallada de las instituciones superiores del Estado, pero los textos constitucionales contienen a menudo la referencia a otras instituciones no tan centrales, cuyo núcleo esencial resulta, en términos de nuestro TC, indisponibles para el legislador; se efectúa así una distinción tajante entre el mandato del constituyente y la voluntad del Parlamento ordinario, que queda vinculado por los rasgos esenciales de las instituciones previstas en la Constitución.20 




			Un efecto inmediato de esta doctrina opera en los órganos y competencias de los Länder, Comunidades Autónomas o regiones, que obtienen así una garantía directa de la Constitución frente a las posibles oscilaciones de las mayorías parlamentarias nacionales. 




			El mismo sentido garantista adquiere el mandato constitucional destinado a proteger minorías, sea en el seno de una institución o en la propia sociedad. 




			



			 






			Las funciones de la Constitución 




			



			 






			Hasta ahora hemos realizado una exposición esencialmente descriptiva de la Constitución, de su evolución y sus caracteres actuales; en cambio es consustancial a la idea misma de Constitución una intención conformadora de la realidad, un principio activo de influencia que puede comprenderse mejor centrándonos en los diversos aspectos de su actuación; la separación de estas funciones es un requisito de la exposición aunque en la práctica suelen presentarse superpuestas. 
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